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Audiencia Episcopal (DCH)* 


Jorge Traslosheros** 


1. Introducción 


En el presente artículo trataremos los elementos centrales de la audiencia episcopal, acorde al 
derecho canónico indiano presente en textos generales, doctrinarios y normativos, sin dejar 
de asomarnos un poco a la práctica cotidiana a través de los archivos. Estudiaremos uno de los 
aspectos más interesantes de la labor del obispo indiano, como fue su capacidad de impartir 
justicia al pueblo cristiano. Una función que, entre otras cosas, se proyectó en la organización 
de un tribunal conocido común y canónicamente como audiencia episcopal, también llama- 
do provisorato, audiencia eclesiástica, tribunal eclesiástico ordinario, tribunal del obispo, a 
través del cual operó su potestad de jurisdicción en materia contenciosa. Un foro de justicia 
considerado entonces como instrumento necesario e indispensable para el cumplimiento de 
la misión pastoral. Nos centraremos en la figura del obispo y daremos cuenta solamente de 
los jueces que estuvieron directamente vinculados a su audiencia. 

Dividimos el artículo en tres grupos temáticos repartidos en diez apartados. Primero, pre- 
sentamos la naturaleza del obispo como juez supremo en su diócesis, analizando su misión 
y jurisdicción (2) y la necesidad de crear una audiencia episcopal (3). Luego, nos adentramos 
en las competencias y organización de la audiencia episcopal (4); los criterios de la justicia, 
las penas y los indios (5), así como los costos de la justicia (6). Por último revisamos los jueces 
que auxiliaban al prelado en su audiencia: el vicario general y provisor oficial (7), figuras de 
las que nos ocupamos en su distinción indiana (8), y también dedicamos un espacio a los 
jueces delegados y subdelegados, foráneos y de comisión (9). Terminaremos la exposición 
con un balance historiográfico (10). Pero antes de entrar en materia conviene hacer una 
breve aclaración. La audiencia episcopal no es un espacio físico, tampoco un lugar específico 
al modo de las audiencias reales; es una dimensión dentro de la gran misión pastoral y solo 
dentro de esta lógica adquiere pleno significado. 





* Este artículo forma parte del Diccionario Histórico de Derecho Canónico en Hispanoamérica y Filipinas 
(S. XVEXVIII) que prepara el Max Planck Institute for Legal History and Legal Theory, cuyos adelantos 
se pueden ver en la página Web: https://dch.hypotheses.org 

** Universidad Nacional Autónoma de México, Instituto de Investigaciones Históricas. 
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2. El obispo indiano como juez: su misión y jurisdicción 


La Iglesia católica apostólica romana, sobre la base de inmemorial tradición e historia, afirma 
que los depositarios naturales de la potestad eclesiástica son los obispos porque son los suce- 
sores de los apóstoles. También, que el origen de su potestad se encuentra en Jesús de Nazaret. 
Esto, claro está, ha encontrado diversas explicaciones y aplicaciones a lo largo de la historia, 
sin modificar el principio. 

La doctrina del tiempo que nos interesa -que en Europa llaman temprana modernidad 
y en Hispanoamérica virreinal-, afirmaba que Jesucristo, al fundar la Iglesia “para la salud 
espiritual del género humano” había confiado a los apóstoles y sucesores poderes plenos para 
“gobernar y regir” hasta el final de los tiempos. Por lo mismo, los obispos estaban obligados a 
enseñar las reglas de la costumbre y religión cristiana, administrar los sacramentos, decidir en 
cuestiones de doctrina, formar cánones o suprimirlos para confirmar la creencia o arreglar las 
costumbres, sancionar y establecer ritos sacramentales y otras ceremonias sagradas, nombrar 
pastores y ministros de culto o deponerlos en caso necesario, amonestar a los pecadores cris- 
tianos y, en casos extremos, podían separar del cuerpo de la Iglesia a los pecadores.! En breves 
palabras el arzobispo Gaspar de Villarroel afirmaba: “a los obispos toca por derecho divino 
defender su rebaño, resistir la herejía y arrancar la cizaña”2 

Esa potestad confiada por los apóstoles a los obispos se dividía en dos: orden y jurisdicción. 
La primera, incluía los actos que necesariamente requerían del sacramento del orden episco- 
pal. La segunda, aquellas funciones que, si bien eran propias de los prelados, no requerían de 
su condición sacramental. La potestad de orden, apunta el canonista Pedro Murillo Velarde, 
proviene inmediatamente de Dios. Distinto a la de jurisdicción que tenía su origen inme- 
diato en el papa, en el romano pontífice, pues “si la potestad de jurisdicción les hubiera sido 
dada inmediatamente por Cristo, no podrían quitársela a los obispos ni la Iglesia ni el papa, 
como de facto se les quita por la excomunión o por la degradación; y no se les puede quitar 
la potestad de orden”3 La potestad de jurisdicción, nos dice el jurista Juan de Hevia Bolaños, 
tiene que ver con el gobierno exterior de la Iglesia y su administración, razón por la cual el 
obispo electo podía ejercerla incluso antes de ser consagrado y sacerdote.* 

Ahora bien, esta distinción entre potestad de orden y jurisdicción no debe llamar a error al 
juicio del historiador al ponderar la importancia de la segunda dentro de la misión pastoral 
del obispo, cuya razón de ser era la salvación de las almas. Bien lo apuntó fray Domingo de 
Soto: 





1 PEÑA MONTENEGRO, Itinerario, Libro II, Trat. 3, Sec. 11, No. 3, 5 y Trat. 8, Sec. 6, No. 7; MURILLO VELARDE, 
Cursus luris Canonici, Libro IL, Tít. 31 De Offcio Judicis Ordinarii, No. 331 y 332; CavaLLARIO (1843) 
Tomo L, Págs. 1, 2, 109 y 232. 

2 VILLARROEL, Gobierno Eclesiástico, Tomo 1, Quest. 5, Art. 1, Pág. 441. 

3 MuriLLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro 1, Tít. 31 De Oficio Judicis Ordinarii, No. 331. Para la 
traducción en castellano, MurILLo VELARDE (2004), Vol. 1, Pág. 405. 

4 Hevia BoLañÑos, Curia Philipica, Parte I, Párrafo 2, No. 3, Pág. 9. 
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[...] que aunque el hombre no tenga de suyo potestad en el tribunal de Dios, sin embargo, obrando 
como ministro suyo puede mandar aquello, y el que le resiste a él, resiste a la ordenación de Dios, y él 
mismo atrae a sí la condenación.5 


Como bien sabemos, el término jurisdicción tiene distintos significados, todos asociados al 
ejercicio de la dominación legítima sobre las personas, por lo regular dentro de un territorio 
determinado. Murillo Velarde la definía como, “la potestad de alguien que tiene autoridad o 
eminencia sobre algunos, por cargo público, para su régimen de gobierno”* Sin embargo, en 
sentido más preciso y jurídico se entendía como el ejercicio de la autoridad de los jueces. En 
esta lógica, Hevia Bolaños apuntaba que, la “jurisdicción es potestad de público, introducida 
por la decisión de las causas, significada por el imperio, el cual se dice mero que es la facultad 
de hacer justicia en las criminales, y mixto en las civiles”? 

Por lo mismo y en virtud de la potestad de jurisdicción, el obispo es verdadero juez en su 
diócesis. Como cualquier otro juez, desde el más humilde hasta el superior, cumple similares 
responsabilidades. Murillo Velarde explicaba: 


Juez se llama, como el que dicta el Derecho al pueblo, es decir, el que decide en Derecho, y decidir en 
derecho es juzgar justamente. Y como juzgar es un deber público, de aquí se sigue que el juez debe 
tener potestad pública, es decir, jurisdicción para conocer y decidir las causas y controversias, y cierta- 
mente ordenada para el bien de los súbditos, y a esto se reduce el oficio del juez del que aquí se trata: 
porque éste no es otra cosa que cierto cargo público para conocer y decidir las cosas controvertidas en 
juicio.8 
Los jueces se diferenciaban según ejerzan la jurisdicción eclesiástica o secular, pues su razón 
de ser será distinta. Una, la eclesiástica, “mira a las causas que pertenecen al culto de Dios y a 
la salvación de las almas”; la otra, secular, mira a las cosas temporales y al gobierno de la repú- 
blica.? Un juez eclesiástico, desde el papa hasta un sencillo subdelegado perdido en medio de 
la selva amazónica y, por supuesto un obispo, debía tener claros ciertos principios, los cuales 


solo cobran sentido cuando entendemos que forman parte de algo más grande, de la gran 
misión pastoral de la Iglesia: 


En los cinco libros de las Decretales se instruye al juez eclesiástico sobre lo que debe hacer, qué emitir, 
para pronunciar rectamente sentencia. No lesionar a otro, sino dar a cada uno su derecho en los 
contratos, testamentos y otros negocios que ocurren; otorgar premio a los beneméritos y reprimir con 
las debidas penas a los delincuentes; para lo cual ante todo debe tener a Dios ante los ojos, caminar 





3 Soro, Tratado de la Justicia y el Derecho, Libro 1, Cuestión sexta, Del poder de la ley humana, Pág. 163. 

6 MuriLLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro L Tít. 32 De Oficio Judicis, No. 341. Ver traducción en 
castellano en: MurtLLo VELARDE (2004), Vol. 1, Pág. 416. 

7 Hevia BoLaÑos, Curia Philipica, Parte 1, Párrafo 4, No. 1, Pág. 19. 

$ MuriLLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro l, Tít. 32 De Oficio Judicis, No. 341. Para la versión en 
castellano: MurILLO VELARDE (2004), Vol. 1, Pág. 416. 

2 MuriLLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro 1, Tít. 32 De Officio Judicis, No. 341. La traducción al 
castellano en: MurtLLO VELARDE (2004), Vol. 1, Pág. 416. 
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en su presencia, y venerar a la Santísima Trinidad, creer en los divinos misterios, para que creyendo 
cumpla de hecho la Fe Católica. 10 


Un juez eclesiástico debía combatir los vicios y los crímenes y proceder a su castigo, siempre 
que se conocieran por las únicas tres vías legítimas mediante las cuales puede dar inicio un 
proceso: acusación, investigación y denuncia. Y, como todo juez, debía proceder según co- 
nocimiento público obtenido por alegatos, pruebas e instrumentos,!! esto es, por evidencias 
sustentadas en la razón. 

Ahora bien, era común a todos los jueces que el ejercicio de la jurisdicción fuera ordinario 
o delegado. La jurisdicción ordinaria era propia del oficio y es inherente al nombramiento. 
Se llama así, decía Murillo Velarde, porque de manera ordinaria y regular “conoce acerca de 
las causas de sus súbditos y ordinariamente ellos lo buscan”!2 A su vez, Hevia Bolaños preci- 
saba que el juez ordinario conoce “de la universalidad de las causas, aunque sean de un solo 
género” o por vía de comisión en caso de que esta sea indefinida o “perpetua” Por lo mismo, 
en concordancia con el concilio de Trento afirmaba que, “los obispos y arzobispos en sus dió- 
cesis tienen jurisdicción ordinaria, y son ordinarios, como se dice en el Derecho canónico”13 
La jurisdicción delegada, por otro lado, estaba supeditada a quien nombra y era por asuntos 
y tiempo limitado. De esta segunda nos ocuparemos más adelante. 

Además de ordinaria y delegada, la jurisdicción podía ser voluntaria o contenciosa. Una era 
la que se ejerce sobre los que quieren y no implicaba necesariamente la resolución de un liti- 
gio. La segunda se abocaba a dirimir justicia entre partes, esto es, cuando se había interpuesto 
una controversia, un pleito, un litigio, una contienda ya fuera de competencia civil o criminal 
o de otra índole.!4 El obispo, claro está, ejercía indistintamente la voluntaria y la contenciosa. 

Toda jurisdicción se ejercía necesariamente sobre las personas, en un territorio determi- 
nado. Sobre lo primero abundaremos más adelante. Por ahora, para entender los alcances 
territoriales de la jurisdicción episcopal, adelantemos que al obispo le competían, entre otros, 
los asuntos de los clérigos dentro de su obispado.!5 Esta competencia se extiendía incluso 
contra todo aquel cuyo domicilio se encontrara fuera de la diócesis, es decir, que no estuviera 
incardinado en el obispado; pero que cometiera actos ilícitos dentro del mismo pues, “el do- 
micilio que hace al punto es el que se contrae por el delito” razón por la cual el obispo “es el 
verdadero juez de su delito”.16 


10 Mur1LLo VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro 1, Tít. 1 De Summa Trinitate et ide Catholica, Concate- 
natio Methodica Juris Canoni, secundum ordinem Titulorum Decretalium. Ver la versión en castellano 
en: MurILLO VELARDE (2004), Vol. 1, Pág. 211. 

11 MuriLLo VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro L, Tít. 32 De Oficio Judicis, No. 345. 

12 MuriLLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro 1, Tít. 31 De Oficio Judicis Ordinarii, No. 323. La tra- 
ducción según: MurILLO VELARDE (2004), Vol. 1, Pág. 397. 

13 Hevia BoLaÑos, Curia Philipica, Parte L Párrafo 4, No. 2 y 3, Pág. 19. 

14 Mur1LLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro l, Tít. 32 De Officio Judicis, No. 342; Hevia BoLaÑos, 
Curia Philipica, Parte L, Párrafo 4, No. 20. 

15 VILLARROEL, Gobierno eclesiástico, Tomo I, Quest. 10, Art 1, Pág. 617. 

16 VILLARROEL, Gobierno eclesiástico, Tomo I, Quest. 10, Art 1, Pág. 618. 
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Gaspar de Villarroel, al reflexionar sobre los alcances de la jurisdicción episcopal, se pre- 
guntaba si los obispos podían, como los reyes y príncipes soberanos, dispensar de las penas 
una vez que se ha pronunciado la sentencia. Por decirlo coloquialmente, si podían brincar 
la vara más alta que pueda presentarse ante juez alguno. La respuesta es afirmativa porque 
es verdadero y supremo juez en su diócesis. Por lo mismo, podía “dispensar graciosamente 
con el reo definitivamente sentenciado, en la revisión de los autos, alegando ser inocente, y 
promoviendo causas justas” Lo podía hacer en sentencias por él mismo dictadas, como lo 
podía en las penas que hubieran impuesto sus jueces subordinados. Para dar mayor firmeza 
a su dicho, Villarroel refería la costumbre del arzobispado de Nápoles en donde los vicarios 
siempre añadían a sus sentencias: “Salva siempre la moderación o conmutación de su Señoría 
Ilustrísima?.17 

Lo dicho hasta el momento tiene confirmación en el concilio de Trento, en el cual se con- 
fiería plena potestad a los obispos como jueces supremos dentro de sus diócesis, por encima 
de cualquier privilegio, cuando de la corrección de las costumbres se tratase.18 Para mayor 
contundencia se mandaba que la primera instancia siempre y solamente se pudiera conocer 
ante “los ordinarios de los lugares”? En otras palabas, el obispo era verdadero juez en pleni- 
tud de jurisdicción dentro de su diócesis. 

La definición de la potestad de jurisdicción de los obispos indianos fue un difícil proceso, 
en el cual influyeron la vastedad de los territorios; su inmensa lejanía de la Santa Sede y de 
Madrid; los constantes conflictos con el clero regular, sonadamente con las órdenes mendi- 
cantes con cuyos privilegios tenían que lidiar en una difícil relación que se resolvía entre la 
colaboración y el conflicto; diversas juntas eclesiásticas; la celebración de varios concilios 
provinciales y sínodos diocesanos; el concilio de Trento; las decisiones de los reyes de España 
y del Consejo de Indias; todo, siempre dentro del marco del Regio Patronato de las Indias.20 

La principal limitación a la potestad de jurisdicción de los obispos fue la fundación en 
1569 del Tribunal del Santo Oficio de la Inquisición, que los privó del conocimiento de los 
crímenes contra la fe cometidos por la población no india, si bien con ello no perdían nada 
que otros obispos dentro de la Monarquía no tuvieran. Sin embargo, más fue la ganancia. 

En las Indias Occidentales, incluida Filipinas, los obispos gozaron de una serie de pri- 
vilegios que afectaron positivamente su jurisdicción, para mejor ejercer su misión. Como 
principales y en apretada lista: absolver de herejía, apostasía y cisma ahí donde no estuviera 
instituido el Tribunal del Santo Oficio de la Inquisición, con excepción de los lugares de 
misión “donde impunemente incursionan los herejes”; la facultad de dispensar en grados de 
consanguineidad para contraer matrimonio, entre españoles hasta el tercer grado y con los 
indios en todos los casos permitidos por el derecho divino; consentir que los hijos ilegítimos 
accedieran al sacramento de orden sacerdotal e incluso ser párrocos de indios; absolver a los 


17 VILLARROEL. Gobierno eclesiástico, Tomo l, Quest. 1, Art 3, Pág. 10. 

18 Conc. Trid., Sesión 24, Decretum de reformatione, Can. 10. 

19 Conc. Trid., Sesión 24, Decretum de reformatione, Can. 20. 

20 Sobre la fuerza y naturaleza del patronato en la conformación de la Iglesia en las Indias, SOLÓRZANO 
PEREYRA, Política Indiana, Libro IV, en especial Caps. 1-4, Págs. 1-27. 
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indios del crimen de herejía y de otros casos reservados al papa, así como dispensar en el voto 
de castidad perpetua así a los indios, como a quienes se ocuparen de su evangelización.?21 

En la lógica de los privilegios llama la atención el breve de Gregorio XIII de 1573, a su 
vez mandado obedecer como ley del reino por Felipe III el 7 de marzo de 1606, en el cual se 
autorizaba que todas las causas iniciadas en Indias conocieran sus tres instancias también en 
Indias, sin posibilidad de apelación ante la Santa Sede. La primera radicaría, sin excepción, 
en el obispado de origen; la segunda, ante la sede del arzobispado y; la tercera, en el obispado 
más cercano a la primera instancia, siempre dentro de la misma provincia eclesiástica. Se con- 
sideraría cosa juzgada al conformarse dos sentencias y los obispos y sus provisores actuarían 
como jueces de apelación en calidad de “delegados de la Santa Sede Apostólica de Roma”22 
Obvio es decir que lo anterior nunca se entendió como la incapacidad de los fieles para acu- 
dir al papa por ser el supremo pastor de la Iglesia. 

Ahora bien, como todo en este mundo conoce un final, así también la potestad jurisdiccio- 
nal, que se extinguía por muerte, suspensión o traslado del obispo. Entonces, se transfería al 
cabildo de la catedral en sede vacante, el cual nombraba “a quien la administre en el ínterin 
que se provee otro prelado, según está ordenado en el mismo Derecho”23 


3. La audiencia del obispo indiano como necesidad y responsabilidad 


Ahora tenemos claro que el obispo, en virtud de su potestad de jurisdicción, era supremo juez 
en su diócesis y, como todo juez, debía ajustar sus acciones acorde a un proceso y sus deci- 
siones según evidencia racionalmente sustentada. También lo está que ejercía la jurisdicción 
eclesiástica, ordinaria, universal, voluntaria y contenciosa sobre diversas personas, dentro del 
territorio diocesano; con capacidad suficiente para revisar las sentencias de sus jueces subor- 
dinados e, incluso, dispensar graciosamente al reo definitivamente sentenciado; y que gozaba 
de una serie de privilegios concedidos por la Santa Sede y Madrid, siempre con miras a la 
reforma de las costumbres y la salvación eterna de los fieles. Sería muy difícil encontrar otro 
juez dentro de las Indias Occidentales con tan amplia y plena potestad. 

Por lo mismo y sin temor a equivocarnos podemos afirmar que llevar adelante las respon- 
sabilidades jurisdiccionales del obispo indiano implicaba una tarea titánica que en manera 
alguna podía resolver por sí solo. Ya el IV concilio de Letrán (1215) exhortaba a los obispos 
a que no ejercieran por sí mismos todas las funciones episcopales y que eligieran “viros ido- 
neos” para instruir, gobernar y visitar las diócesis.24 





21 MuriLLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro l, Tít. 31 De Offcio Judicis Ordinarii, No. 336. 

22 SoLórzANO PEREYRA, Política Indiana, Libro IV, Cap. 9, Págs. 64-71. Sobre el orden de las apelaciones 
fuera de las Indias, Conc. Trid., Sesión 13, Decretum super reformatione, Can. 2 y Sesión 24, Decretum 
de reformatione, Can. 20. 

23 Hevia BoLaÑos, Curia Philipica, Parte I, Párrafo 4, No. 27, Pág. 24. 

24 Diccionario de Derecho Canónico (1853), voz “oficial” Pág. 1081. 
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Gaspar de Villarroel, quien de estas cosas conocía mucho así por su sapiencia, como por su 
experiencia, consideraba imprescindible que los obispos se dejasen ayudar pues: 

Es culpable de presunción fiar tanto un hombre de sí que, adulando su capacidad, juzgue que tiene 

partes para satisfacer por sí sólo a muchas ocupaciones. Y porque el nombrar un obispo provisor tiene 

en lo dicho su raíz, quiero que nos lo descubra la sagrada escritura.25 
Ponía el ejemplo de Moisés quien, ante la necesidad de dirigir un pueblo difícil, siguió el 
consejo de su suegro Jetro para nombrar hombres capaces que le ayudasen en el ejercicio de 
la justicia. Doctrina que, decía Villarroel, seguirán aconsejando Orígenes, San Agustín y San 
Ambrosio;?6 tres pensadores que, en su conjunto, significan el primer milenio de la Iglesia. 
De igual modo, refería a los Hechos (6: 1-7), quinto libro del Nuevo Testamento, cuando los 
apóstoles nombran a los primeros siete diáconos de la Iglesia para que les ayudasen en el mi- 
nisterio de la caridad y para que ellos pudieran dedicarse mejor “a la oración y al ministerio 
de la palabra”;?7 esto es, al anuncio del Evangelio. Villarroel evocaba una constante doctrina 
sentada en las escrituras y confirmada por la tradición. Poca sorpresa que el tercer concilio 
provincial limense, sin equívocos, afirmara: 


Siendo tan grandes las diócesis, los obispos no pueden por sí solos realizar la mayor parte de las tareas 
que les competen. Por eso han de considerar con gran atención a quiénes elegirán como colaborado- 
res para destinar a las funciones eclesiásticas sólo a los muy virtuosos y escogidos [...] Escojan a sus 
vicarios, jueces y visitadores de entre aquellos que destacan por su sabiduría y buenas costumbres [...] 
Favorezcan a los religiosos y varones piadosos, sean amigos de los que buscan la verdad, aparten de sí a 
los aduladores y superficiales e infundan temor a los perversos, codiciosos y desvergonzados.?28 


Los padres del tercer concilio provincial mexicano afirmaron la misma tradición y doctrina, 
al considerar que los obispos, para mejor atender “al pueblo que Dios les ha encomendado, 
necesitan de la ayuda de los vicarios, principalmente en los casos pertenecientes al foro judi- 
cial”22 Doscientos años después, el cuarto concilio mexicano confirmará tradición, doctrina 
y decretos.30 En virtud de estas consideraciones, se formó en cada diócesis una audiencia 
episcopal. 

La audiencia episcopal era, entonces, el tribunal competente en donde el obispo y sus 
jueces cumplían la responsabilidad de impartir justicia principalmente contenciosa, acorde 
a lo dispuesto por el derecho canónico, la doctrina y las sanas costumbres, en sintonía con la 
responsabilidad de cuidar de su feligresía en miras al bien común, la reforma de las costum- 
bres y la salvación eterna.31 





25 VILLARROEL, Gobierno eclesiástico, Tomo I, Quest. 10, Art. 7, Pág. 661. 

26 VILLARROEL, Gobierno eclesiástico, Tomo I, Quest. 10, Art. 7, Pág. 662. 

27 VILLARROEL, Gobierno eclesiástico, Tomo I, Quest. 10, Art. 7, Pág. 663. También SOLÓRZANO PEREYRA, 
Política Indiana, Libro IV, Cap. 7, Págs. 41-42, 4 4-6. 

28 Conc.III Lima, Actio III, Cap. 2 Quibus ministris uti debent Episcopi, Fol. 49-49r. VarGAs UGARTE (1951), 
Tomo l, Pág. 284. 

22 Conc. III Mex., Libro 1, Tít. 8 De officio judicis ordinarii et vicari, $1. GALVÁN RIVERA (1859), Págs. 58-59. 

30 Conc. IV Mex., Libro 1, Tít. 9 Del oficio del juez ordinario y vicario, $1, 3,7, 20 y 23. 

31 Solo en la concesión de licencias matrimoniales la audiencia episcopal ejerce una jurisdicción voluntaria. 
La finalidad de estos procesos no es resolver una controversia, sino conceder un permiso para la celebra- 
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4. Competencias y organización 


Ahora bien, una cosa es la impresionante amplitud de la potestad de jurisdicción de los obis- 
pos y otra muy distinta las competencias de las audiencias episcopales. Así por ejemplo, el 
obispo era al mismo tiempo visitador general de su diócesis y juez máximo de su audiencia. 
Por lógica, cada una de estas facultades era parte del todo y, por lo tanto, menor al todo. Lo 
mismo podemos decir sobre la jurisdicción voluntaria frente a la contenciosa, pues de la se- 
gunda solo se ocupaba el tribunal diocesano. En suma, ninguna audiencia agotaba todas las 
facultades jurisdiccionales del obispo. Hevia Bolaños señalaba como competencias del foro 
eclesiástico: 

[...] las causas espirituales y anexas pertenecientes a ellas, como sobre órdenes, beneficios, patronazgos, 

diezmos, primicias, ofrendas, sepulturas, matrimonios, legitimaciones que proceden de ellos, y todas 


las demás semejantes que lo fueren, aunque sea entre legos y contra ellos [así como] las causas que se 
tratan sobre bienes y cosas de las iglesias, aunque sea contra legos.32 


Como vemos, las competencias así definidas resultaban ser muy amplias y, por lo mismo, va- 
gas. Sin embargo, ya en la práctica, los expedientes nos cuentan otra historia; nos demuestran 
que fueron más específicas y que sufrieron un proceso de especialización a lo largo del tiem- 
po, conforme la organización de la audiencia mejoraba y la potestad episcopal se asentaba. 
Esta definición de competencias fue un proceso largo que va de una gran amplitud y poca 
eficiencia, a una mejor precisión y mayor eficacia. 

Ahora bien, ningún instrumento del derecho canónico define con precisión las compe- 
tencias de la audiencia episcopal, por lo que estas solo se pueden apreciar por la observación 
detenida de sus tareas, presentes en los expedientes judiciales y demás documentación produ- 
cida. Esto es, podemos presentar el promedio general de sus acciones, pero siempre abiertos 
a la posibilidad de encontrar variaciones locales. 

Advertido lo anterior, con muy alto grado de certeza podemos decir que hacia el último 
tercio del siglo XVI las competencias de la audiencia episcopal quedarían definidas y eran 
las siguientes: la defensa de la jurisdicción eclesiástica y la dignidad episcopal; la disciplina y 
la justicia civil y criminal de las personas eclesiásticas, se tratara de individuos o de corpora- 
ciones; los crímenes contra la fe cometidos por los indios; los procesos de indios y no indios 
relacionados con los pecados públicos y escandalosos; los asuntos de la vida matrimonial y 
la sexualidad; velar y conocer de los compromisos de caridad entre vivos y con los muertos 
patentes en los testamentos, las capellanías y en las obras pías; y los problemas contenciosos 
relacionados con la administración de la renta decimal. 





ción de un sacramento. Los actores son los contrayentes y el objetivo es revisar que no existan impedi- 
mentos y proteger la libertad matrimonial, condiciones necesarias sin las cuales el sacramento sería nulo. 
Los demás procesos, incluidos los matrimoniales y de moral sexual son claramente contenciosos. Si bien 
es un tema abierto a debate; el hecho es que la solicitud se presenta ante el provisor o ante algún juez 
delegado por el obispo siempre sujeto al provisor, esto es, vinculado a la audiencia directamente. 

32 Hevia BoLaÑos, Curia Philipica, Parte I, Párrafo 5, No. 2, Pág. 26. 
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La audiencia episcopal conocería de los asuntos de la clerecía solo cuando se tratara de 
un clérigo contra otro clérigo; cuando litigase un lego contra un clérigo y; cuando en un 
litigio entre varias personas la mayoría fueran clérigos. No sería el foro competente cuando 
un clérigo litigara contra un lego, ni cuando en un conflicto entre varias personas la mayoría 
fueran legos.33 

Las competencias de la audiencia nos indican que no fue solo un tribunal de fuero, en 
donde se conocieran las causas de las personas sujetas a la corporación como fue el caso del 
consulado, entre otros. Fue el tribunal de lo contencioso de la potestad espiritual en cada dió- 
cesis; conocía diversidad de causas así del clero, como de la demás población indiana dentro 
de la Monarquía de España, con una clara misión trascendente a seguir dentro de la cotidiani- 
dad inmanente. Un tribunal que, junto con otros foros de justicia de la Iglesia, formaba parte 
del gran orden judicial de la Monarquía de España.34 

Semejantes tareas y responsabilidades requerían de una audiencia bien estructurada y ca- 
paz de llevar adelante su cometido. Por lo mismo, los obispos gozaban de libertad así para 
organizarlas, como para nombrar al personal que consideraran conveniente, de manera espe- 
cial a sus “vicarios generales y particulares, foráneos y delegados” a los que podían “remover 
y quitar, aunque hayan prometido con juramento de no lo hacer”35 Volveremos sobre esto 
más adelante. 

Las audiencias episcopales compartían los elementos básicos de su organización. El juez 
supremo era el obispo quien nombraba un vicario general y provisor oficial para ocuparse de 
manera permanente de la misma. El provisor contaba con el apoyo de un personal de base, 
esto es, un conjunto de oficiales entre los que destacaban el notario y el fiscal; así como de una 
serie de jueces delegados y subdelegados que le ayudaban a cumplir sus responsabilidades. 

La libertad de los obispos para organizar su audiencia tenía como cauce tres realidades 
ineludibles: los principios canónicos y doctrinales que hemos delineado, las difíciles condi- 
ciones que enfrentaron en la etapa fundacional y los recursos económicos de la zona donde 
se asentaba la diócesis, pues de ellos dependían los diezmos y las limosnas; todo lo cual pre- 
sentaba un reto a la imaginación canónica y pastoral. 

En esta lógica, y por tratarse de una manifestación temprana del derecho canónico india- 
no, quiero llamar la atención sobre un documento generado en el primer concilio provincial 
mexicano, presidido por el arzobispo fray Alonso de Montúfar en 1555, el cual lleva por título 
Ordenanzas que se han de guardar en esta nuestra audiencia arzobispal y en toda esta provincia, al 
cual se le agregaron los aranceles a los que debían sujetarse los funcionarios del tribunal. 36 

Estas breves Ordenanzas — seis páginas y veintiún puntos —, buscaban regular las relaciones 
entre los oficiales del juzgado (jueces, fiscales, notarios y alguaciles) y de estos con los que- 
rellantes. También se pretendía que se impartiera una justicia fuera de toda sospecha, que 





33 Hevia BoLaÑos, Curia Philipica, Parte 1, Párrafo 5, No. 10, Pág. 27 y No. 17, Pág. 29. 
34 TRASLOSHEROS (2014), Págs. 21-47. 

35 Hevia BoLaÑos, Curia Philipica, Parte I, Párrafo 2, No. 8, Pág. 27. 

36 LORENZANA (1769), Pág. 172. 
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los juicios fuesen claros, rápidos y llevados a cabo por la gente idónea, así como mejorar el 
control sobre los procesos y las sentencias. Entre las medidas que se deberían tomar llaman 
la atención que los oficiales no recibieran dádiva alguna de los querellantes; que los notarios, 
fiscales y alguaciles no cobraran más de lo fijado por el arancel; que los notarios no prestaran 
los escritos originales del proceso a los querellantes, aunque lo ordenara un juez; que los 
jueces solo atendieran en audiencia pública y que revisaran primero las causas de los presos, 
completando su labor con una visita semanal a la prisión; que los alguaciles y fiscales no 
dejaran en libertad a los presos sin que mediara orden expresa y que no les dejaran salir de 
noche; que los notarios llevaran dos libros, uno para anotar las condenas y otro para los ne- 
gocios en grado de apelación. Como podemos observar, se trata de medidas elementales para 
el funcionamiento de un foro de justicia, por lo que podemos suponer un estado precario de 
existencia. De aquí a las poderosas audiencias episcopales que encontramos desde finales del 
siglo XVI correría mucha agua bajo los puentes. 

La formación y desarrollo de las audiencias conoció un largo y sinuoso camino. Tomemos 
el ejemplo del arzobispado de México, con mucho la sede más importante y pingúe de la 
provincia eclesiástica de México. Podemos identificar tres momentos, los cuales van desde las 
enormes dificultades del obispo fray Juan de Zumárraga para encontrar un provisor compe- 
tente y honesto, pasando por las duras batallas de fray Alonso de Montúfar por hacer respetar 
su jurisdicción, hasta el robusto foro de justicia encabezado don Pedro Moya de Contreras, 
presidente del tercer concilio mexicano y fundador en Nueva España del Santo Oficio de la 
Inquisición. 

En estos años observamos un proceso de especialización. Desde mediados del siglo XVI 
vemos surgir, poco a poco, casi a paso experimental, dos jueces que se consolidan hacia el 
último tercio del XVI: por un lado, un provisor de indios cuyas facultades pasan de una 
especie de ayudante del provisor oficial a un juez competente en la materia quien, en ocasio- 
nes, dependiendo del arzobispo en turno, incluso podía dictar sentencias; pero que, por lo 
regular, dejaba en manos del arzobispo los crímenes de los indios contra la fe. Por otro lado, 
vemos aparecer la figura de jueces delegados para asuntos de testamentos y capellanías, hasta 
la consolidación, en el año de 1582, de un juez ordinario y visitador general de testamentos y 
capellanías, al cual se le agregaría tiempo después la competencia sobre obras pías. Mientras 
el primero se movió entre la jurisdicción delegada y ordinaria, con tendencia a consolidar 
la segunda ya entrado el siglo XVII; el otro emerge como una fuerte figura que no solo ejer- 
cía la ordinaria jurisdicción contenciosa, además era el visitador general del obispo en esas 
materias. Eso sí, ambos, siempre vinculados de alguna manera al provisor como quien podía 
revisar sus procesos y sentencias, sin obviar al arzobispo.3” Sin embargo, no todas las diócesis 
desarrollaron este grado de especialización, si bien compartieron el común de competencias 





37 TRASLOSHEROS (2004), Págs. 107-134; EsrrADA (2019), Págs. 31-84. 
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y lo básico de su organización, según hemos visto. En todo caso, debe quedarnos claro que 
las audiencias episcopales fueron generando tradiciones propias, según sus posibilidades.38 


5. Los criterios de la justicia, las penas y los indios 


Dicen que un derecho que no es judiciable es tan solo una declaración de buena voluntad. 
De igual manera, un juez que no pudiera imponer correctivos, dictar sentencias y aplicar 
las debidas penas sería acaso un buen hombre, pero jamás un verdadero juez. Como bien 
afirmaba Murillo Velarde, el juez eclesiástico “puede infligir penas en el fuero externo, pues 
su jurisdicción sería vilipendiada si careciera de la debida coerción”32 Gran responsabilidad, 
según lo explica fray Domingo de Soto, pues todo juez, si quiere hacer verdadera justicia: 
“a más de la rectitud del ánimo, necesita grandemente de la ciencia y de la prudencia para 
poder acomodar con destreza las leyes universales a los casos determinados”40 

Para nuestros fines, lo que nos importa es entender cuáles son los criterios de la justicia 
eclesiástica, esto es, el modo de acomodar esas leyes universales a los casos determinados, de 
manera especial cuando los indios se encontraban involucrados pues, como hemos visto, en 
materia de naturales la potestad de jurisdicción permaneció plena así en la corrección de las 
costumbres, como en la persecución de los crímenes contra la fe. 

El concilio de Trento dejó bien establecido que la facultad de corregir a los fieles debía 
estar supeditada a la misión pastoral, cuyo fin último era la salvación de las almas. Los padres 
conciliares recordaban a los obispos que, ante todo, eran “pastores y no verdugos” que debe- 
rían ver a sus súbditos como “hijos y hermanos” exhortándolos constantemente a llevar una 
vida honesta, actuando con prudencia en la reforma de las costumbres. Y cuando los fieles, 
“por la humana fragilidad cayeran en alguna culpa” debían, primero “reprenderlos con toda 
bondad y paciencia” pues era mejor la benevolencia que el rigor, la exhortación que la ame- 
naza y la caridad que el poder” No obstante: 

Si por la gravedad del delito fuere necesario echar mano del castigo, entonces es cuando deben usar 


del rigor con mansedumbre, de la justicia con misericordia, y de la austeridad con blandura para que, 
procediendo sin aspereza, se conserve la disciplina necesaria y saludable a los pueblos, y se enmienden 





38 He podido estudiar también el caso de Michoacán durante el segundo tercio del siglo XVII bajo las ges- 
tiones episcopales de fray Francisco de Rivera y fray Marcos Ramírez de Prado: TRASLOSHEROS (1995). 
En estos casos apreciamos la misma definición de competencias, así como un proceso de especialización, 
si bien lejano a lo sucedido en el arzobispado. También puede consultarse, para el caso de Guatemala: 
CHIQUÍN (2019). 

32 MuriLLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Concatenatio Methodica, Libro V, No. 37 De Poenis. La tra- 
ducción al castellano en: MurILLo VELARDE (2004), Vol. 4, Pág. 224. 

40 Soro, Tratado de la Justicia y el Derecho, Libro I, Cuestión quinta, De la ley humana en general, Pág. 115. 
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los que fueren corregidos; o si no quisieren volver en sí, escarmienten los demás para no caer en los 
vicios, con el saludable ejemplar del castigo que se haya impuesto a los otros.*l 


Según el obispo quiteño don Alonso de la Peña Montenegro, la pena judicial “est delictorum 
debita correctio” Unas correspondían al derecho civil — entendido en oposición al canónico — 
como la pena del talión, azotes, galeras, destierro, cárceles, servidumbre, las pecuniarias y pena 
de muerte. Otras, formaban parte del derecho canónico como: “excomunión, suspensión, en- 
tredicho, irregularidad, deposición, inhabilidad, degradación, prisión, azotes” y; en materia 
de contratos, la “pena convencional” que es la pactada por los contrayentes para dar firmeza a 
sus acuerdos.2 Sin embargo, en la práctica de los tribunales eclesiásticos constatamos que los 
jueces también imponían las penas de galeras, destierro y monetarias. Solo quedarán vedadas, 
y en esto no hemos encontrado excepciones, la pena de muerte y la servidumbre. 

Ahora bien, las penas podían ser de dos modos, ordinarias y arbitrarias. Las primeras eran 
aquellas establecidas previamente por el derecho y, las segundas, “la que se deja al arbitrio del 
juez”43 En la práctica observamos que serán las segundas las más socorridas, por lo que los 
criterios de la justicia establecidos por la doctrina serán muy importantes y su aplicación a los 
indios uno de los elementos distintivos del derecho canónico indiano. 

En relación con los indios, Peña Montenegro resulta de particular importancia pues, si- 
guiendo explícitamente a Joseph de Acosta, reproduce la común opinión que se tenía sobre 
los naturales en aquel entonces.** Consideraba que los indios eran rudos, poco disciplinados, 
borrachos, perezosos, sin sentido de la honra por sus mujeres, tímidos, cobardes y mentirosos. 
Y en materia religiosa, “solamente se agradan de lo ceremonial, y por esta causa hay entre 
ellos innumerable supersticiones y vanas observancias”45 Es decir, les gustaban las formas del 
culto, pero no entendían su profundidad espiritual, tampoco su significado. Los indios eran, 
además, el compendio de los males que aquejaban a las personas miserables: 

[...] pues en ellos se hallan juntas y recopiladas todas las miserias [...] háyase la falta de la capacidad de 

los pupilos, la fragilidad de las viudas y sus desamparos; háyase la imposibilidad de los enfermos, pues 


siendo ellos tan inclinados a la soledad, se tiene por imposible moralmente que puedan ocurrir a los 
tribunales a defenderse y demandar.46 


Y por ser gente miserable, les competían todos los privilegios de tal condición considerados 
así tanto por el derecho canónico, como por el secular. Por esta razón, “ni las leyes les obligan 
con el mismo rigor, ni las doctrinas comunes se les deben aplicar de igual modo que a los 
demás”47 





41 Conc. Trid., Sesión 13, Decretum super reformatione, Can. 1. Concilio de Trento (1847), Sesión 13, 
Decreto sobre la Reforma, Cap. 1, Pág. 125. 

42 Peña MONTENEGRO, Itinerario, Libro l, Trat. 13, Prólogo, No. 1. 

43 Peña MONTENEGRO, Itinerario, Libro l, Trat. 13, Prólogo, No. 4. 

44 TayLOR (1989). 

45 PEÑA MONTENEGRO, Itinerario, Libro IL, Prólogo. 

46 Peña MONTENEGRO, Itinerario, Libro IL, Trat. 1, Prólogo. Para profundizar en la condición miserable de 
los indios véase: Duve (2004). 

47 Peña MONTENEGRO, Itinerario, Libro II, Trat. 1, Prólogo. 
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Este conjunto de consideraciones configura el suelo firme sobre el cual se levanta el cri- 
terio de justicia que debían aplicar los jueces. Peña Montenegro lo explicaba con claridad: 


La rusticidad y simplicidad que tienen los indios obliga a que los jueces usen de toda la piedad posible 
en castigo de sus delitos, usando con ellos de toda piedad: porque como obran el mal con imperfecto 
conocimiento, tienen menos de voluntario y libre: con que la malicia es menos, y así la pena ha de ser 
menor que la que se da a los que obran mal con el perfecto conocimiento: y esto no sólo es arbitrario 
que se da al juez, sino obligación suya [...] de donde saco que pecará mortalmente el juez si por llenar 
las leyes excede en cosa grave de la piedad que debe guardar con ellos. 48 


Debía aplicarse a los indios, incluso en el caso del crimen más grave contra la fe que pudiera 
pensarse, como era el caso de la idolatría. Sobre este crimen, el obispo quiteño explicaba: 


La pena y el pecado son correlativos: y como ha de ser aquella proporcionada con el delito se colige 
que ha de ser gravísima la pena que tiene la idolatría, pues no hay pecado de que más se ofenda a Nues- 
tro Dios y Señor verdadero; y así le califica la Sagrada Escritura, por el mayor de los mayores pecados a 
cada paso; y Tertuliano, por el principal que pueda cometer el género humano, la suma culpa del siglo 
y toca causa de juicio.4 


Pues incluso en tan abominable crimen la justicia debía moderarse con la misericordia de- 
bido a la poca capacidad y menor doctrina de los indios, por ser cortos de entendimiento e 
ignorantes en la fe, lo que “los excusa mucho de la gravedad de la culpa y modera el rigor de 
la pena”50, 

El tercer concilio provincial limense y el tercero mexicano sugerían moderar las penas con- 
tra los naturales, por lo que solo debían aplicarse las de carácter corporal. Según los padres del 
concilio tercero mexicano, “las penas son para corregir las culpas y por lo mismo deben aco- 
modarse a las personas a quienes hablan las leyes”51 El tercero limense era aún más enfático: 


Se ha de tener en cuenta que los castigos espirituales de la Iglesia son muy graves, pues llegan hasta 
lo más íntimo del alma, pero resultan útiles sólo con aquellos que son capaces de entender y valorar 
los bienes y los males espirituales; y, al contrario, a aquellos otros para los que únicamente cuenta o es 
depreciable lo que perciben con sus ojos aprovechará bien poco una pena eclesiástica espiritual, que 
pueda además causarle un daño grande.52 


En nuestros días, tal criterio haría levantar más de una ceja; sin embargo, las consideraciones 
religiosas y pastorales que guiaban los criterios judiciales nos permiten entender a qué se re- 
ferían, acorde a las creencias del tiempo. Basta recordar que la pena espiritual podía compro- 
meter la salvación eterna, como sería el caso de la excomunión, razón por la cual el concilio 
de Trento hacía enfático llamado a manejarla con “sobriedad y circunspección”;33 lo que el 





48 Peña MONTENEGRO, Itinerario, Libro Il, Trat. 1, Sec. 2, No. 1. 

42 Peña MONTENEGRO, Itinerario, Libro Il, Trat. 4, Sec. 5, No. 1. 

50 PEÑA MONTENEGRO, Itinerario, Libro II, Trat. 4, Sec. 5, No. 4. 

51 Conc. III Mex., Libro V, Tít. 9 De poenis, $ 1. Garván RIVERA (1859), Pág. 382. 

52 Conc. III Lima, Actio IV, Cap. 7 Indorum crimina ad forum ecclesiasticum spectantia corporali potius, 
qua spirituali poena, esse punienda, Fol. 75r. VaRGAs UGARTE (1951), Tomo l, Pág. 302. 

53 Conc. Trid., Sesión 25, Decretum de reformatione generali, Cap. 3. 
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castigo corporal difícilmente haría. Así, con la pena corporal podía corregirse la conducta, sin 
comprometer el bien eterno. 

Sobre quién debía aplicar las penas corporales, ambos concilios mandaban que ningún 
párroco o persona eclesiástica castigara personalmente a nadie, mucho menos a los indios, 
porque se trataba de algo “totalmente ajeno a la dignidad sacerdotal” Eso debería quedar en 
manos de “los oficiales encargados de esas cosas”54 

Lo que observamos es la aplicación de un principio de justicia muy propio del pensamien- 
to católico, con acento especial en los indios, según el cual existe una relación directamente 
proporcional entre la libertad, la voluntad, el conocimiento y la responsabilidad en las ac- 
ciones humanas. Por esta relación se debe ponderar el grado de culpa de quien ha pecado o 
malamente cometido algún crimen de suerte que, a mayor voluntad, libertad y conocimien- 
to, mayor responsabilidad y, por lo mismo, más grave la falta. Y si bien la justicia debe regirse 
por la verdad, la ponderación de la culpa debe hacerse con la mirada de la misericordia, la 
cual obliga a tener en cuenta la condición de la persona y las circunstancias que le rodean 
en lo general y al momento de emprender determinada acción. Estas consideraciones dieron 
lugar a la aparición dentro del derecho canónico de tres figuras jurídicas en la aplicación de 
las penas, las cuales sin duda alguna encontramos en la doctrina y en la práctica judicial del 
tribunal del obispo: el rigor, la moderación y el disimulo. En suma, sobre todo con los indios, 
se seguía la máxima según el cual la justicia aplicada sin misericordia es crueldad; pero la 
misericordia sin justicia es laxitud, disolución y, por lo mismo, también injusticia.55 

Ahora bien, recordemos que los jueces debían aplicar la justicia acorde a la ley y por un 
arbitrio bien discernido. Lo segundo nos ha quedado claro; sin embargo, también existía un 
conjunto de cuerpos normativos por los cuales el juez debía ordenar sus reflexiones. Por esta 
razón, quiero llamar la atención sobre la jerarquía de fuentes canónicas planteada por Peña 
Montenegro, en seguimiento del dominico novohispano fray Antonio de Hinojosa: 


Si el juez eclesiástico no encuentra en el derecho canónico una pena dada contra algún pecado que 
quiera castigar, debe recurrir a los estatutos del sínodo de la propia diócesis y ante la deficiencia en sus 
propios estatutos sinodales deberá recurrir a los sinodales de la provincia, ante la deficiencia de estos 
recurrirá a los estatutos de otras diócesis o provincias. Porque estimo esto mucho más equitativo que 
hacer seguir su propia opinión; ya que en efecto se hacen valer con gran autoridad, cuando hay esta- 
tutos con la opinión de tantos Padres. Ante la deficiencia de todos estos [estatutos] recurrirá también 
a las leyes de su nación porque ante la deficiencia en el derecho canónico recurrimos a las leyes civiles 
que están fundadas en la excelente razón natural.56 





54 Conc. III Lima, Actio IV, Cap. 8 De moderatione servanda in punitione Indorum, Fols. 661-77. VARGAS 
UcarTE (1951), Tomo l, Págs. 303-304. 

55 SARANYANA (2009), Págs.79-109; Gross1 (1996), Págs. 203-221; RoLKER (2010), Págs. 165-180; VERDERA 
(2016). 

56 Peña MONTENEGRO, Itinerario, Libro II, Trat. 4, Sec. 5, No. 24. La cita proviene de la obra del teólogo do- 
minico fray Antonio de Hinojosa quien, según don Juan José de Eguiara y Eguren, nació posiblemente 
en la Ciudad de México el año de 1627; obra que lleva por título, Directorium decissionum regularium, 
circa ambiguitates, Constitutionum, Consuetudinum, actorum generalium, sanctionum Apostolicarum, concer- 
nentium, sacrum Ordinem Praedicatorum; Hinojosa (1627), Pág. 331. Agradezco al Dr. Joaquín Sedano y a 
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6. Los costos de la justicia 


Obvio es decir que la justicia impartida en estas audiencias tenía sus costos, no podía ser de 
otro modo, si bien se buscaba que fueran claros y los menos posibles para mejor cumplir 
la misión pastoral a la cual estaban sujetos. El principio, una vez más, se encontraba en las 
Escrituras. Murillo Velarde recordaba a todos los juzgadores eclesiásticos las palabras del 
libro del Éxodo (23: 8), por las cuales deberían guiar su conducta: “no recibirás regalos, que 
ofuscan aún a los prudentes y pervierten las palabras de los justos” Por lo mismo, cualquier 
juez eclesiástico que hiciera algo por avaricia, favores o dinero debía ser condenado “a la parte 
proporcional de la litis y suspendido un año del ejercicio de oficio”57 

En la misma lógica de alcanzar una justicia sin compromisos aviesos, todos los jueces 
eclesiásticos de la audiencia episcopal tenían prohibido recibir dinero de los litigantes,38 así 
como parte de las multas que el derecho no canónico pudiera señalar. A cambio, el obispo 
estaba obligado a fijarles un salario.52 No obstante, sí podían aceptar las espórtulas: 

[...] que son pequeñas gratificaciones en dinero, recogidas como por estipendio por razón de los actos 

que el juez hace cada día: porque digno es el obrero de su salario y nadie está obligado a servir la mi- 

licia a sus propias expensas.é0 
Por la definición que nos da Murillo Velarde, entendemos que las espórtulas corresponden 
a los aranceles fijados con anticipación por los servicios del tribunal, como puede observarse 
en las Ordenanzas para las audiencias episcopales del primer concilio provincial mexicano. Lo 
cierto es que cada obispo tenía la facultad de fijar su propio arancel, al cual se debían sujetar 
los oficiales de la audiencia, y cuyo incumplimiento podía ser causa de severas sanciones.t! 


7. La audiencia del obispo y los jueces auxiliares: el vicario general 
y provisor oficial 


Como hemos visto, el obispo tenía la responsabilidad, por sana doctrina, de rodearse de 
hombres íntegros para el buen manejo de los asuntos de la diócesis, de manera especial en la 
administración de la justicia. Pues bien, el ayudante más importante del obispo será el vicario 
general y provisor oficial, entre cuyas responsabilidades se encontraba conducir la audiencia 
episcopal. En esta lógica, para gobernar “el pueblo de Dios” con prudencia, solicitud y deci- 





la Dra. Ana de Zaballa su solícita ayuda para encontrar esta referencia. Asimismo, al Mtro. Yarko Barrera 
por su ayuda en la traducción del texto. 

57 MURILLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro 1, Tít. 32 De Oficio Judicis, No. 349. Para la traducción, 
véase: MurILLO VELARDE (2004), Vol. 1, Pág. 420. 

58 Conc. III Mex., Libro 1, Tít. 8 De officio judicis ordinarii et vicarii, $4. 

52 MuriLLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro 1, Tít. 28 De oficio Vicarii, No. 299. 

60 MuriLLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro 1, Tít. 31 De Offcio Judicis Ordinarii, No. 346. La tra- 
ducción al castellano en: MurILLo VELARDE (2004), Vol. 1, Pág. 399. 

61 SOLÓRZANO PEREYRA, Política Indiana, Libro IV, Cap. 8, Pág. 60, 94 39 y 40. 
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sión, “y para que más fácilmente se dediquen a la oración; el tercer concilio provincial mexi- 
cano (1585), en sintonía con el concilio de Trento, mandaba a los obispos procurarse la “ayu- 
da de vicarios” de manera especial para atender los asuntos pertenecientes al foro judicial.$2 

Murillo Velarde explicaba el significado del término vicario: “se dice el que hace las veces 
de otro y está puesto en su lugar” Diferenciaba dos tipos: el nato o legítimo, que estaba cons- 
tituido por la ley, es decir, que lo era por oficio propio sin necesidad de nombramiento, como 
lo eran para el obispo el deán y arcediano del cabildo de la catedral; y el dato o dativo, que lo 
era por nombramiento de quien había de ser sustituido. Así, el vicario general dato o dativo 
era aquel elegido por el obispo para auxiliarle en el ejercicio de su jurisdicción, sin necesidad 
de la aprobación de nadie más. El obispo podía constituir dos o más vicarios generales, si lo 
consideraba necesario, cada uno de ellos con jurisdicción “in solidum”, esto es, con la misma 
jurisdicción del obispo en los asuntos encomendados.$3 

De igual suerte es necesario distinguir entre dos tipos de vicarios: uno general y otro forá- 
neo. El vicario general era aquel a quien el obispo encomienda la jurisdicción voluntaria y 
contenciosa, “con cierta potestad en lo general”64 El vicario general ocupaba un lugar muy 
importante en el obispado pues: 


[...] tiene dignidad, esto es, preeminencia con jurisdicción y puede ser delegado del Pontífice y prece- 
de a todos los prelados inferiores al obispo, incluso al arcediano, a los abades, a los arciprestes y a los 
demás canónigos, aun a los obispos, no sólo en el coro [de la Catedral], sino dondequiera, en la distri- 
bución de las palmas y en otras funciones. Sin embargo, si el vicario es canónigo y asiste vestido como 
tal, debe sentarse en su propio lugar, conforme a antigúedad y grado.65 


Sin embargo, su cercanía al obispo tampoco lo convertía en un vice-obispo. Si bien el vicario 
podía hacer de manera ordinaria todo lo que hacía el obispo, también se encontraba limitado 
pues, aunque fuera obispo, no podía impartir el sacramento del orden, tampoco consagrar 
iglesias, ni cálices y altares; tampoco realizar actos propios de la potestad de orden: “porque 
sólo hace las veces de obispo en las cosas de jurisdicción, no en las que son de orden”:é6 

Para Gaspar de Villarroel, el vicario general y provisor oficial no podría llamarse tal si no 
tuviera “poder en lo espiritual y temporal” En cuanto a lo primero podía excomulgar, suspen- 
der, administrar sacramentos, conceder facultades para administrarlos, confirmar beneficios, 
visitar, inquirir, castigar, conmutar, relajar votos y juramentos. Por lo demás, la jurisdicción 
sería tan amplia como lo decidiera el prelado de suerte que, cuando no se declarase explícita- 
mente alguna limitación, en el nombramiento se le debía conferir el “mandato general”67 Por 





62 Conc. III Mex., Libro L, Tít. 8 De officio judicis ordinarii et vicarii, $1. 

63 MurILLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro I, Tít. 28 De officio Vicarii, No. 292-294. 

64 MurILLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro I, Tít. 28 De oficio Vicarii, No. 295. La versión en caste- 
llano se encuentra en: MurILLO VELARDE (2004), Vol. 1, Pág. 377. 

65 Mur1LLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro I, Tít. 28 De officio Vicarii, No. 295. Para la versión en 
castellano, MurILLo VELARDE (2004), Vol. 1, Pág. 377. 

66 MurILLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro 1, Tít. 28 De officio Vicarii, No. 298. La traducción al 
castellano en MurILLO VELARDE (2004), Vol. 1, Págs. 378-379. 

67 VILLARROEL, Gobierno eclesiástico, Tomo I, Quest. 10, Art. 7, Pág. 666. 
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esta razón, Murillo Velarde consideraba que el vicario general en todo cuanto le encomiende 
el obispo ejercía jurisdicción delegada; pero solo en su calidad de juez eclesiástico la jurisdic- 
ción era ordinaria. Toda vez que la jurisdicción del vicario general derivaba de la elección y 
designación del obispo, este la podía revocar en cualquier momento.$8 

El vicario general y provisor oficial tenía el mismo tribunal con el obispo, por lo que no se 
apelaba del vicario general al obispo, sino ante el arzobispo.é? Sin embargo, hemos visto que 
el prelado podía revisar y cambiar las sentencias de su provisor y de cualquier otro juez ecle- 
siástico sujeto a su audiencia; lo cual no debe entenderse como una apelación propiamente 
tal, sino como una concesión graciosa a voluntad del prelado. Asimismo, el obispo podía 
atraer a sí el conocimiento de cualquier causa. 

El tercer concilio provincial mexicano consideraba que el vicario general y provisor oficial 
debía actuar, sobre todas las cosas, contra los pecadores públicos y escandalosos por inducir 
a pecar a los demás con su mal ejemplo, que en ello consistía precisamente su escándalo;?0 
y a esto último dedicaron gran parte de sus esfuerzos. Además, debían jurar cumplir con el 
concilio de Trento, defender la jurisdicción eclesiástica, la inmunidad de los templos y con- 
ducirse con diligencia, integridad y rectitud de suerte que, teniendo en mente el honor de 
Dios, “busquen la utilidad común y den a cada uno su derecho”?! 

El vicario general y provisor oficial podía ser otro obispo, un clérigo de menores órdenes 
que vistiera en hábito clerical y tuviera dispensa papal; pero no podía ser un religioso men- 
dicante pues se consideraban “muertos en cuanto a las cosas del siglo”?2 Y si bien el obispo 
podía auxiliarse de consultores laicos en causas criminales, en manera alguna podía elegir a 
un vicario no eclesiástico, “porque es indecoroso que un laico sea vicario del obispo y que 
los seglares juzguen en la Iglesia”. Por lo demás, debía tener veinticinco años cumplidos, ser 
soltero y de preferencia doctor en derecho canónico y, de no ser posible, licenciado o por lo 
menos idóneo, pero solo en casos extremos. Y, por supuesto, siempre se debía guardar lo que 
dijera el nombramiento del obispo y la “costumbre legítimamente introducida”?3 

Toda vez que la jurisdicción del vicario general y provisor oficial dependía de su obispo, 
esta terminaba con la muerte, suspensión, censura o traslado prelado. A la muerte del prela- 
do ordinario, el cabildo de la catedral debía nombrar “un oficial o vicario capitular” o bien 
confirmar al ya existente dentro de los primeros ocho días de ausencia del obispo. El cabildo, 
como quien ejerce la potestad de jurisdicción durante la sede vacante, podía delegar diversos 
asuntos en otras personas y al nombrar o ratificar el vicario general, “puede prefijarle el modo 





68 MurILLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro I, Tít. 28 De officio Vicarii, No. 299. 

692 MurILLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro I, Tít. 28 De officio Vicarii, No. 296. 

70 Conc. III Mex., Libro L, Tít. 8 De officio judicis ordinarii et vicarii, $8. 

71 Conc. III Mex., Libro 1, Tít. 8 De officio judicis ordinarii et vicarii, $2; GaLván RIVERA (1859), Pág. 59. 

72 SOLÓRZANO PEREYRA, Política Indiana, Libro IV, Cap. 8, Pág 55, 4 10. 

73 Mur1LLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro 1, Tít. 28 De officio Vicarii, No. 297. La traducción al 
castellano en: MurtLLO VELARDE (2004), Vol. 1, Pág. 378. 
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y el tiempo de proceder, porque como la jurisdicción del vicario depende del Cabildo puede 
ampliarla o restringirla”74 


8. Vicario general y provisor oficial, una delicada distinción indiana 


Resulta interesante observar que el concilio de Trento no trata de provisores, tan solo de 
vicarios generales en quienes supone las facultades de gobierno, jurisdicción voluntaria y 
contenciosa. Resulta no menos interesante constatar que Gaspar de Villarroel, y en general 
los tratadistas del tiempo, entre ellos Solórzano Pereyra, Murillo Velarde y Peña Montenegro, 
utilizaron los términos de vicario general y provisor oficial como si fuesen incluso sinónimos, 
al igual que la tradición conciliar indiana. Esta aparente confusión de términos requiere ma- 
yor explicación. 

Murillo Velarde parece resolver el asunto cuando afirma que el llamarle provisor oficial al 
vicario general era un asunto de semántica regional, pues había lugares donde se le llamaba 
también oficial del obispo y “en español comúnmente provisor”. Así lo explicaba: 

Conforme al estilo de la curia romana es llamado oficial más allá de los montes alpinos, como en Espa- 

ña, Francia, Alemania, Polonia, Inglaterra y en los ultramarinos como África. Sin embargo, es llamado 


vicario en las delegaciones enviadas a Italia, Hungría, Dalmacia, Egipto, Creta, Sicilia, Córcega y países 
orientales.75 


Estaríamos en presencia del mismo funcionario con distinta denominación, según la costum- 
bre y el estilo de los lugares. No obstante, la realidad indiana nos obliga a ser un poco más 
sutiles. 

Muchos años después, ya en pleno siglo XIX, cuando el búho de Minerva había elevado 
el vuelo y la definición de la jurisdicción eclesiástica estaba en entredicho ante el ascenso de 
los estados nacionales, encontramos tres observaciones que llaman nuestra atención. Por un 
lado, don Joaquín de Escriche, en la voz “vicario” de su célebre Diccionario de Legislación y 
Jurisprudencia de 1831, mantiene la confusión de términos al afirmar que se da el nombre de 
vicario “al juez eclesiástico elegido por su prelado para que ejerza sobre sus súbditos la juris- 
dicción ordinaria y es general o foráneo”76 Pocos años después, el jesuita Basilio Arrillaga, en 
sus anotaciones a la edición bilingúe del tercer concilio provincial mexicano, publicada en 
el año de 1859, afirma que, en la tradición hispana e indiana uno solo ejercía la jurisdicción 
contenciosa, graciosa y administrativa, bajo el nombre de “provisor o vicario general” cosa 





74 Mur1LLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro 1, Tít. 28 De oficio Vicarii, No. 300. La versión en caste- 
llano en: MurILLO VELARDE (2004), Vol. 1, Pág. 380. 

75 MurILLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro 1, Tít. 28 De officio Vicarii, No. 295. La traducción está 
tomada de: MurILLO VELARDE (2004), Vol. 1, Pág. 377. 

76 EscricHE (1831). En ediciones posteriores, como la mexicana anotada por Juan Rodríguez de San Miguel 
de 1837, 0 la arreglada por Juan B. Guim de 1851, no hay modificación. Al buscar la voz “provisor” nos 
manda a “juez eclesiástico” y de este al “vicario”. 
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que en muchas naciones de Europa no acontecía pues había un oficial para lo contencioso 
y un vicario general para lo demás.?7 En ambos casos, afirmaciones consistentes con lo que 
hemos observado. 

Sin embargo, en esos mismos años, en el Diccionario de Derecho canónico arreglado a la 
jurisprudencia eclesiástica española antigua y moderna, publicado en 1853, en la voz “vicarios 
generales” podemos leer: 

El vicario general representa al obispo en la administración de la jurisdicción voluntaria y graciosa, 

pues la contenciosa se ejerce por el oficial. Sin embargo, los canonistas no guardan exactamente esta 


distinción; pues en el Derecho canónico el vicario general del obispo se llama unas veces vicarius, otras 
missus, o missus dominicus, y otras en fin officialis.78 


A su vez, en la voz “jurisdicción, se afirma que la eclesiástica, voluntaria y contenciosa, la des- 
empeñan en primera instancia los obispos y arzobispos por medio de sus vicarios y proviso- 
res; y el hecho de que sean ejercidos por una sola persona no niega que se trate de dos oficios 
distintos y que sea la calidad de oficial lo que le confiere la competencia en la jurisdicción 
contenciosa.?? 

A pesar de lo que observamos en los tratadistas indianos y lo dicho por Escriche y Arrillaga 
sobre el uso indistinto de los términos “vicario general” y “provisor oficial” podemos afirmar 
que no estamos ante tareas propias de un solo funcionario, el cual puede ser llamado de di- 
ferente forma según la costumbre del lugar. Estamos ante dos funciones bien diferenciadas 
ejercidas por la misma persona, lo que no resulta extraño en un orden político que se rige por 
la cartera múltiple: el vicario general ejerce el gobierno y la jurisdicción voluntaria a discre- 
ción del obispo, mientras el provisor oficial conoce de la jurisdicción contenciosa. 

Más allá de discusiones doctrinarias interesantes, debemos constatar si en los hechos exis- 
tió algún caso en donde las funciones fueran ejercidas por dos o más personas. El cuestiona- 
miento es relevante pues solo en este caso nuestra aseveración sería correcta y demostraría 
que también en las Indias se entendió tan importante distinción entre funciones y funciona- 
rios. Pues bien, en los hechos así sucedió y, lo más importante, en época muy temprana. 

Lo que afirmamos queda claro cuando constatamos la existencia de un provisor de indios 
en el arzobispado de México, un juez de alta especialidad que surge en la segunda mitad 
del siglo XVI, como vimos líneas arriba. No se trata de un vicario y provisor de indios que 
replique las tareas del vicario general y provisor oficial a menor escala; sino de un juez que 
solamente es provisor, cuya competencia es estrictamente contenciosa. Estamos, sin duda al- 
guna, ante la existencia de una de las instituciones del derecho canónico más específicamente 
indianas. Como muy bien dijo Murillo Velarde: “en todas estas cosas debe observarse el tenor 
de la concesión del obispo y la costumbre legítimamente introducida”.80 





77 GALvÁN RIvERa (1859), No. 43, Pág. 439. Para fundar su dicho hace referencia a diversas obras de derecho 
canónico de tradición más bien francesa. 

78 Diccionario de Derecho canónico (1853), voz “vicarios generales” Pág. 1081. 

72 Diccionario de Derecho canónico (1853), voz “jurisdicción” Pág. 702. 

80 MuriLLO VELARDE, Cusus luris Canonici, Libro I, Tít. 28 De officio Vicarii, No. 299. La traducción al 
castellano está disponible en: MurILLO VELARDE (2004), Vol. 1, Pág. 379. 
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Por lo mismo cabe preguntarnos si hubo instituciones parecidas en otras diócesis. Todo 
indica que sí hubo experiencias análogas, las cuales se fueron desarrollando con el correr 
del tiempo, según las necesidades de cada diócesis; pero siempre con este particular talante 
indiano.$! 


9. Jueces delegados y subdelegados, foráneos y de comisión 


En la audiencia episcopal encontramos una serie de jueces subordinados al obispo y al provi- 
sor oficial, en virtud de los cuales la justicia podía alcanzar cada rincón del obispado, siempre 
en función del gran horizonte pastoral. Nos referimos a los jueces delegados y subdelegados 
entre los cuales destacan los foráneos y de comisión. 

Murillo Velarde nos recuerda que los jueces delegados, “tienen jurisdicción, no por propio 
oficio, sino concedida por encomienda de otro”82 Así, el juez nombrado por el ordinario 
solía llamarse delegado, comisario, extraordinario y dado. Cualquiera podía ser juez delegado 
siempre que fuera mayor de 20 años, o de 18 si tenía “dispensa del príncipe”83 Se les podía 
encomendar la totalidad de las causas o solo alguna parte del proceso y “todas las causas que 
corresponden a la jurisdicción ordinaria del delegante y que expresamente no se prohíben 
pueden delegarse”84 Ahora, toda vez que la presunción de legitimidad siempre estaba a favor 
del juez ordinario, “no se presume jurisdicción en el delegado, a no ser que se pruebe”85 lo 
que en la práctica forense fue causa de recusaciones o de simples chicanas para ganar tiempo. 

Esta jerarquía entre jueces ordinarios y delegados no se podía romper ni siquiera por quie- 
nes actuaban en representación del papa, aunque se tratase del nuncio. Bajo cualquier hipó- 
tesis, para ejercer jurisdicción delegada, sin importar quién fuera el ordinario que realizó el 
nombramiento, siempre y necesariamente se tenían que presentar las cartas de delegación 
en las cuales debían estar especificadas las competencias. De lo contrario, nadie se obligaba a 
obedecer y cualquier diligencia previa a dicha presentación sería considerada nula.$6 

Caso de especial interés son los llamados jueces conservadores quienes, en calidad de 
delegados del papa solían representar a los religiosos, y a otras corporaciones eclesiásticas, 
como medida de protección contra injurias o violencias presentes o futuras.$7 Jueces parti- 


81 ZapaLta (2005), Págs. 57-78; CHUCHIAK (1999). 

82 MurILLo VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro L, Tít. 29 De officio 82 potestate judicis delegati, No. 305. 
MuriLLo VELARDE (2004), Vol. 1, Pág. 382. 

83 MurILLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro I, Tít. 29 De officio 8% potestate judicis delegati, No. 310. 
La traducción al castellano en: MurILLO VELARDE (2004), Vol. 1, Pág. 384. 

84 MurIiLLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro I, Tít. 29 De officio 8% potestate judicis delegati, No. 312. 
Para el castellano: MurILLo VELARDE (2004), Vol. 1, Pág. 386. 

85 MurILLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro L, Tít. 29 De officio 8z potestate judicis delegati, No. 310. 
La versión en castellano en: MurILLO VELARDE (2004), Vol. 1, Pág. 385. 

86 MurILLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro 1, Tít.29 De oficio $ potestate judicis delegati, No. 310. 

87 MurILLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro I, Tít. 29 De officio 8 potestate judicis delegati, No. 318. 
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cularmente molestos para los obispos indianos quienes veían amenazada su potestad, pues 
tal presencia reavivaba las perennes disputas entre ambos cleros. Por eso, explicaba Murillo 
Velarde, el decreto real promulgado en España para que los conservadores solo entendieran 
de las violencias e injurias manifiestas se extendió a las Indias, con la adición de no poder 
ser nombrados contra obispos y arzobispos.88 En otras palabras, los conservadores deberían 
realizar acciones defensivas y a ello limitar sus competencias. 

Sobre los jueces delegados y subdelegados, Hevia Bolaños nos dice que la jurisdicción ordina- 
ria era perpetua y la delegada temporal; ejercían jurisdicción delegada los foráneos y particu- 
lares de los pueblos o partidos, los jueces visitadores y los jueces comisarios.82 También que 
el juez delegado no podía dictar sentencia a menos que expresamente se le hubiera otorgado 
la facultad para ello, porque se ceñía a lo que mandase el ordinario.” Y, muy importante, 
cuando el ordinario superior cometía a un juez delegado una comisión, se podía suspender 
la jurisdicción ordinaria de un inferior y “entonces se llaman jueces de comisión”?! 

Murillo Velarde, a su vez, explicaba que el juez delegado podía ser nocional o pedáneo 
cuando solo tienen conocimiento, pero no jurisdicción, llamados en el fuero secular “co- 
misarios” y en el eclesiástico “oidores”22 Sin embargo, en la práctica judicial de la provincia 
eclesiástica de México, constatamos que esos oidores también eran llamados jueces de co- 
misión, comisarios o comisionados y si bien el objetivo por lo regular era que se ocupasen 
de casos delicados, o que fueran a lugares recónditos a realizar investigaciones y levantar in- 
formaciones; también encontramos jueces de comisión para llevar adelante el proceso hasta 
ponerlo en estado de sentencia, momento en el cual deben mandar los autos al provisor o 
bien al obispo. Este tipo de jueces, hemos observado, podían ser nombrados por el obispo y 
su provisor; pero también por jueces eclesiásticos foráneos. En el primer caso eran delegados 
del ordinario y como tales podían suspender las funciones de los foráneos para el asunto 
específico; pero en el segundo caso siempre serían subdelegados. 

Hevia Bolaños y con él Murillo Velarde nos indican que el oficio y jurisdicción del juez 
delegado, y por ende del subdelegado, terminaba por la muerte del delegante, por muerte 
de la persona con la cual el juez delegado tenía que pactar o tratar, porque el objetivo de la 
delegación se había cumplido, por el transcurso del tiempo prefijado, por revocación expresa 
del delegante, por recusación de las partes, por muerte civil o natural del delegante solo en el 
caso de que la delegación hubiera sido hecha para la persona (juez dado); pero no terminaba 
si esta fue hecha por la ley o por la dignidad misma “porque ni la ley ni la dignidad mueren”23 





88 MurILLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro I, Tít. 29 De officio 87 potestate judicis delegati, No. 319. 

82 Hevia BoLaÑos, Curia Philipica, Parte I, Párrafo 4, No. 2 y 3, Pág. 19. 

20 Hevia BoLaÑos, Curia Philipica, Parte I, Párrafo 4, No. 9, Pág. 21. 

21 Hevia BoLaÑos, Curia Philipica, Parte 1, Párrafo 4, No. 17, Pág. 22. 

22 MurILLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro I, Tít. 29 De officio 82 potestate judicis delegati, No. 305. 

23 MuriLLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro l, Tít. 29 De officio 8z potestate judicis delegati, No. 313, 
314, 315,316. La traducción al castellano se puede consultar en: MurILLo VELARDE (2004), Vol. 1, Págs. 
387-389; Hevia BoLaÑos, Curia Philipica, Parte I, Párrafo 4, No. 10, 11, Pág. 21. 
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Después del provisor oficial y de otros jueces que pudieran ejercer jurisdicción ordinaria 
(como en ocasiones el provisor de indios y siempre el de testamentos, capellanías y obras 
pías), el auxiliar más importante de obispos será el vicario foráneo. El tercer concilio provin- 
cial mexicano, en eco del tridentino, apuntaba que para mejor velar por la “vida y costum- 
bres” de todos los fieles, los obispos debían ayudarse de vicarios provinciales supeditados a 
su autoridad y a la de sus provisores, y podían ser tantos como la necesidad lo requiriese.2 
Murillo Velarde los caracterizaba de la siguiente manera: 


Vicario foráneo es aquel que reside fuera, es decir, fuera de la ciudad episcopal y no es designado para 
las causas de toda la diócesis, sino para una parte de ellas y tiene el oficio con jurisdicción, pero no 
dignidad, porque carece de preeminencia, y por lo tanto, no precede a los prepósitos de las colegiatas; 
tiene diverso tribunal que el obispo, y no tiene jurisdicción ordinaria, sino delegada por el mismo obis- 
po; ni el mismo vicario foráneo, ni otros vicarios designados por prelados inferiores al obispo pueden 
ser delegados del Papa, porque carecen de dignidad.25 


Este vicario foráneo era también conocido como vicario provincial, “vicario in cápite y juez 
eclesiástico” o solo como “vicario juez eclesiástico”; pero siempre con el acento en una juris- 
dicción delegada a voluntad del obispo, en cuanto a materias, personas y región geográfica. 
Una vez más, es necesario bajar al terreno concreto para entender mejor la institución. 
Tomemos, por ejemplo, el nombramiento de 1614 otorgado por don Juan Pérez de la 
Serna, arzobispo de México, a favor de fray Joseph de Lorenzana O.P., como “vicario juez ecle- 
siástico” del partido del importante puerto de Acapulco. En su parte sustantiva podemos leer: 


[...] en descargo de nuestra conciencia y buena administración de justicia eclesiástica, por la presente 
en la mejor forma y manera que podemos y de derecho debemos, le nombramos, elegimos y señalamos 
por nuestro vicario del pueblo y partido de Acapulco y su distrito y le damos poder y facultad cual de 
derecho requiere para que como tal [...] pueda ofr, conocer, juzgar y sentenciar interlocutoriamente 
y definitivamente todas las causas civiles que ante el susodicho ocurrieren y se ofrecieren, excepto 
las decimales cuando se tratare de derecho decimal y las beneficiales y criminales las cuales y cada 
una de ellas reservamos a nuestro provisor [...] y de las que se apelare otorgar la apelación para ante 
nuestro provisor como a tribunal superior, y en las causas criminales que por denunciación de oficio 
se ofreciere de cualesquier delitos pueda hacer informaciones sumarias y, en las que requiere captura 
[...] los pueda prender y encarcelar y enviarlos juntamente con los procesos [...] originalmente al dicho 
nuestro provisor, para que en ello provea y haga justicia, sin conocer ni entremeterse en otra cosa al- 
guna. [Y se le nombra] juez de testamentos y visitador de todas las cofradías del dicho puerto [...] que 
para todo ello le damos y concedemos bastante comisión en forma con sus incidencias y dependencias 


anexidades y conexidades y con el nuestro juez de testamentos de esta ciudad de México acostumbra 
y debe hacerlo.?6 


Comparemos ahora con otros nombramientos otorgados algunos años después. El 17 de 
octubre de 1656, el arzobispo don Matheo Saga de Bugueiro hace nombramiento de vicario 
juez eclesiástico en la persona del licenciado don Joseph de Neyra, para la ciudad de Queréta- 





24 Conc. III Mex., Libro 1, Tít. 8 De officio judicis ordinarii et vicarii, $29. 

25 MuriLLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro 1, Título 28 De officio Vicarii, No. 303. La traducción 
está tomada de: MurILLo VELARDE (2004), Vol. 1, Pág. 381. 

26 AGNM, Matrimonios, Vol. 10, Exp. 1, (21 de noviembre de 1614). 
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ro. En esta ocasión también se concede la facultad de conocer los asuntos civiles, a lo cual se 
agregan las causas criminales con la facultad de dictar sentencias interlocutorias y definitivas 
para todos los procesos pendientes y los por venir, quedando la audiencia episcopal como 
“juzgado de apelaciones” es decir, de revisión de las sentencias como vimos líneas arriba. No 
incluye competencias sobre testamentos y capellanías, como tampoco en asuntos decimales; 
pero se impone la obligación de enviar cada cuatro meses información de lo que se hubiere 
actuado. 

Nueve años después, el 17 de junio de 1663, el arzobispo don Diego Osorio de Escobar y 
Llamas ratifica para Querétaro un nombramiento también hecho por Saga de Bugueiro en la 
persona del licenciado Juan de Miranda. Se afirma lo arriba expuesto y se aumenta la facultad 
de nombrar un fiscal para perseguir amancebados y demás pecadores públicos. Asimismo, se 
amplía la jurisdicción para incorporar, además de Querétaro, San Juan del Río y San Pedro 
Tolimán “con todo lo demás que pertenece a la dicha ciudad y pueblos” un amplio territorio 
que abarcaba varias parroquias. El nombramiento será ratificado sin más por don Alonso de 
Cuevas y Dávalos el 10 de diciembre de 1664.27 

Lo que observamos es un proceso paulatino de especialización en mor del pragmatismo. 
Si en 1614 el juez de Acapulco tenía plena jurisdicción sobre asuntos civiles, testamentos y 
capellanías, por otro lado era tan solo auxiliar en materia de derecho decimal, disciplina ecle- 
siástica y causas criminales. Limitaciones que no se observan en los nombramientos realiza- 
dos cuarenta años después para los jueces eclesiásticos de Querétaro, si bien ya no se incluyen 
las capellanías y testamentos. Hemos podido observar que este fenómeno se repitió según 
las necesidades de cada región dentro del arzobispado, junto con el estilo personal de cada 
arzobispo. Lo mismo pudimos constatar para el obispado de Michoacán. Es de suponer que 
cosas similares hayan sucedido en otras diócesis de las Indias Occidentales. 

Podemos afirmar que, en las distintas diócesis de las Indias se fueron nombrando, al pasar 
de los años, tantos jueces foráneos como fueran necesarios, a los cuales se les concedían las 
competencias que el prelado en turno juzgara conveniente. Cada nombramiento se diseñaba 
para cada caso en particular, por lo que no es conveniente sacar conclusiones generales sobre 
las funciones de estos jueces regionales. Lo que sí podemos decir es que la tendencia fue 
constituir juzgados regionales estables. Fueron las costumbres locales, las necesidades de cada 
diócesis, el estilo de cada obispo, la conveniencia y el tiempo, las que fijaron ciertas regiones 
como foranías. Así tenemos los ejemplos de Toluca y Querétaro en el arzobispado de México; 
o bien Celaya, San Luis Potosí y Colima para Michoacán. Es plausible decir que lo mismo 
sucedió en cada diócesis de Hispanoamérica y Filipinas. La expansión y consolidación de los 
obispados fue de la mano del establecimiento y fortalecimiento de estos jueces regionales.?8 





27 AGNM, Bienes Nacionales, Vol. 992, Exp. 8, 1656-1664, “Testimonio auténtico de los autos seguidos entre 
el juez eclesiástico y cura de su territorio y doctrina de Querétaro sobre jurisdicción”. 
28 AGUIRRE (2008). 
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10. Balance historiográfico 


El estudio de la audiencia episcopal pertenece al amplio campo de la historia judicial, que 
abarca, necesariamente, el estudio de la formación, desarrollo y diversas manifestaciones de 
los foros de justicia, así como su relación con el derecho legal, doctrinario, consuetudinario 
y jurisprudencial a lo largo del tiempo. Se trata de una especialidad en sí misma. No se debe 
confundir con los trabajos que hacen uso de las copiosísimas fuentes judiciales, pero que 
estudian otro tipo de fenómenos desde muy diversas perspectivas, tantas como enfoques his- 
toriográficos puedan existir, ya se trate de la cultura, las formas de la vida religiosa, la mujer, 
la política, la economía, el arte, la sociedad, etc. Estas comparten con la historia judicial algu- 
nas de sus fuentes; pero difieren por su objeto de estudio, perspectiva, intención y método. 
Una vez aclarado lo anterior, podemos entrar confiadamente a comentar la historiografía en 
torno a la audiencia episcopal en Indias y Filipinas, la cual, digámoslo con claridad, no es 
abundante. 

En un primer momento, encontramos algunos trabajos que apuntan a la existencia del 
tribunal diocesano, e incluso atisban su importancia, pero no se adentran en su estudio. Men- 
cionemos, primero, a José Toribio Medina y Roberto Moreno de los Arcos. Medina dio noti- 
cia, en un apartado de su historia del Santo Oficio, de la existencia de una instancia judicial 
del arzobispado de México que parecía una Inquisición para los indios. El segundo, muchos 
años después y siguiendo el mismo camino, reflexionó en torno al provisorato de naturales 
en el arzobispado de México, en el cual creyó ver la institución de una Inquisición. A su vez 
Richard Greenleaf, por una senda distinta, en un estudio lleno de sugerencias, entendió la 
acción judicial hacia los indios en toda su amplitud, como un problema de fe y de costum- 
bres, de lo cual se encargaba la audiencia episcopal en compleja relación con el Santo Oficio. 
Por último, Juan Pedro Viqueira nos regaló algunas notas sobre la existencia del tribunal. 

Quienes vieron el panorama y decidieron adentrarse en las tierras ignotas de la audiencia 
episcopal, desde la perspectiva de la historia judicial, fueron Ana de Zaballa y Jorge Traslos- 
heros. Por un lado, Zaballa realizó una serie de trabajos de exploración entre 1993 y 2005 
que, poco a poco, arrojaron luces sobre la importancia de la audiencia episcopal. En ellos 
investiga las competencias del tribunal diocesano sobre las manifestaciones religiosas de los 
indios, así como la naturaleza de su jurisdicción en su innovación indiana.1% Por otro lado, 
Traslosheros estudió, primero, el funcionamiento de la audiencia episcopal como parte de la 
reforma que el obispo fray Marcos Ramírez de Prado emprendiera en diócesis de Michoacán, 
durante el segundo tercio del siglo XVII. Después, convencido de la trascendencia del tribu- 
nal, investigó los procesos de formación, desarrollo y consolidación, así como diversas mani- 
festaciones de la audiencia del arzobispado de México. Más adelante, publicó otro libro sobre 
la naturaleza de la historia judicial eclesiástica en la Nueva España, con implicaciones para la 





22 MEDINA (1905); GREENLEAF (1965); MORENO DE LOS ARCOS (1985), (1989); VIQUEIRA (1996). 
100 ZaBaLLa (1993a), (1993b), (1994), (1998), (2005). 
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Hispanoamérica virreinal, en el cual exploró la materia, el objeto de estudio y el método de la 
historia judicial eclesiástica, así como las principales razones de su existencia. 101 

La historiografía sobre nuestra audiencia se ha nutrido también de estudios parciales en 
torno a algunas de sus manifestaciones, como el estudio de justicia penal en Córdoba del 
Tucumán de Nelson Dellaferrera, o bien sobre ciertas dinámicas de litigio en la audiencia del 
arzobispado de Lima en el siglo XVII de Renzo Honores.!% Una línea consistente han sido 
los trabajos que han explorado la existencia de los jueces eclesiásticos regionales en diversas 
diócesis, ya se trate de México, como los trabajos de Rodolfo Aguirre, Berenise Barvo y Marco 
Antonio Pérez Iturbe; o bien de Buenos Aires, donde cabe destacar las investigaciones de 
María Elena Barral, Miriam Moriconi y de colaboración entre ambas.!0 También encontra- 
mos otros textos de carácter más general, como el de Thomas Duve en torno a la jurisdicción 
eclesiástica sobre los indios y su relación con la tradición canónica universal, o bien el de 
Sebastián Terráneo dedicado a la figura del juez eclesiástico indiano.1%% Asimismo, podemos 
mencionar los trabajos de John Chuchiak y Gerardo Lara quienes, al adentrarse en las formas 
de la vida religiosa de los indios, se abocan a estudiar aspectos relevantes del foro judicial de 
los obispos.!% Tampoco podemos dejar de incluir las tesis universitarias que han aportado al 
conocimiento sobre la audiencia. Cabe referirse a Gabriela Martínez Toribio, quien estudia la 
resolución de los conflictos entre párrocos e indios, y Gabriela Oropeza Tena, quien lo hace 
en torno a los procesos sobre la disciplina eclesiástica.106 

Para concluir este breve comentario, quiero llamar la atención sobre dos investigaciones 
de reciente factura que, a mi juicio, constituyen dos aportes muy importantes. Una, de Selvín 
Chiquín!% quien, al estudiar el orden judicial de la Guatemala virreinal incluye un intere- 
sante capítulo sobre la audiencia episcopal, en virtud del cual tenemos un segundo estudio 
integral sobre la institución, además del existente sobre la del arzobispado de México. Otra, 
de Ángeles Estrada, quien nos entrega por primera vez para la Hispanoamérica virreinal un 
estudio completo sobre la formación, desarrollo y consolidación del juzgado de testamentos, 
capellanías y obras pías, en este caso del arzobispado de México. Un juzgado muy referido y 
poco conocido que se inserta en la dinámica de la audiencia episcopal, la cual, recordemos, 
no es un lugar específico sino un ámbito de justicia adscrito a la potestad de jurisdicción de 
los obispos. 





101 TrRASLOSHEROS (1995), (2004), (2014). 

102 DELLAFERRERA (2002); HoNorESs (2019). 

103 AGuIrrE (2008); Bravo Y PÉrEz-ITURBE (2014); BarraL (2003); MorIcoN1 (2013), (2019), BARRAL/MORI- 
CONI (2016). 

104 Duve (2011); TERRÁNEO (2015). 

105 Cuuchiax (1999); Lara (2014). 

106 Martínez (2009); OroPEzA (2012). 

107 CH1quíN (2019); EstTraDa (2019). 
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